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1. Introducción
En el semestre A de 2013, las carreras agropecuarias de la Facultad de Educación Técnica para el Desarrollo (FETD) de la Universidad Católica de Santiago de Guayaquil (UCSG) reunían 37 profesores y 266 estudiantes matriculados. Eran tres ofertas académicas con currículos separados y un claustro parcialmente compartido: Ingeniería Agropecuaria, Ingeniería Agroindustrial y Medicina Veterinaria y Zootecnia. Sobre ese conjunto se levantó la investigación doctoral de la que procede este capítulo (Franco Rodríguez, 2016).
Aquel trabajo preguntaba qué necesitaba aprender ese profesorado para sostener la formación de profesionales agropecuarios frente a la agenda agroalimentaria que el Estado ecuatoriano había fijado al año 2020. Cerró con cuatro propuestas encadenadas: las necesidades de formación ordenadas por dimensiones, un perfil de competencias del docente agropecuario, un perfil de egreso del graduado y un plan de formación con su correspondiente sistema de evaluación de funciones. Este capítulo desarrolla la última pieza de ese sistema, que es a la vez la menos discutida y la que decide el destino de todo lo anterior: el baremo.
Conviene precisar el término, porque en la literatura de evaluación docente se usa con sentidos distintos. Aquí un baremo de decisión no mide: reparte. Es la regla que convierte una puntuación acumulada en una consecuencia académica concreta —reconocimiento, plan de mejora, monitoreo de observación— y que, por lo tanto, define dónde empieza a considerarse insuficiente el desempeño de un profesor. El instrumento que le da entrada es una lista de comprobación de funciones docentes, aplicada por la dirección de carrera sobre conductas observables y no sobre opiniones.
La necesidad institucional era doble. Por un lado, las carreras trabajaban dentro de un sistema de gestión de la calidad certificado, con auditorías periódicas que exigen evidencia documentada de la evaluación del profesorado. Por otro, en el segundo semestre de 2015 la UCSG declaró que se acogería al modelo de acreditación de la Red Internacional de Evaluadores (RIEV). Ese modelo, conocido como modelo «V», encadena cuatro modalidades: autoevaluación, evaluación externa, acreditación y certificación de los egresados (González, 2010; González y Ambriz, 2013). La primera es interna y la institución debe resolverla con evidencia propia, lo que sitúa a la evaluación del desempeño docente en el arranque de la cadena y no como un trámite posterior.
El marco ecuatoriano añadía presión. La regulación, la evaluación y la acreditación del sistema de educación superior están repartidas entre el Consejo de Educación Superior, el organismo de evaluación y aseguramiento de la calidad y la secretaría nacional del ramo, y el escalafón docente vigente ordena al profesorado en categorías con requisitos distintos de formación y producción. Cualquier instrumento interno de evaluación tenía que producir evidencia utilizable en esos dos frentes a la vez: el de la acreditación de la carrera y el de la carrera profesional del profesor.
Hasta entonces, la valoración del profesorado descansaba principalmente en cuestionarios de percepción estudiantil. Ese tipo de escala tiene un límite conocido: recoge satisfacción y atribución, no conducta profesional verificada (Álvarez y Díaz, 2004; Moreno-Murcia et al., 2015). Ruiz Bueno et al. (2008) proponen describir primero las funciones y los escenarios de actuación del profesor universitario, y solo después puntuarlos; Zabalza (2014) insiste en que la competencia docente se manifiesta en el trabajo del equipo académico y no en el aula aislada, y Tobón (2008) sostiene que una competencia solo puede evaluarse contra un desempeño descrito. El instrumento que aquí se presenta sigue esa secuencia.
El capítulo expone cómo se construyó el instrumento, cuál es su estructura y qué reglas de decisión lleva asociadas. Además, examina dos decisiones que la formulación original dejó implícitas y que condicionan su aplicación: la normalización de la escala y la ponderación de las funciones.
2. Objetivos
El objetivo general fue diseñar un baremo de decisión funcional para valorar de forma sistemática las competencias docentes genéricas y específicas del profesorado de las carreras agropecuarias de la UCSG. De él se derivaron cuatro objetivos específicos:
Identificar las funciones esenciales del docente universitario agropecuario en cada una de las tres carreras, a partir del objeto de estudio y del perfil profesional declarado por cada una.
Estructurar categorías de valoración con criterios observables para cada función.
Establecer la escala de valoración y los puntos de corte que traducen la puntuación en una decisión académica.
Definir los mecanismos de retroalimentación y su articulación con el sistema de gestión de la calidad y con el modelo de acreditación adoptado por la institución.
3. Metodología
3.1. Enfoque y diseño
La investigación se condujo desde el paradigma cualitativo, entendido como abordaje centrado en el estudio de casos concretos en su particularidad temporal y local (Flick, 2007), y con la apertura multimetódica que Gurdián-Fernández (2007) atribuye a este campo. El diseño incorporó datos cuantitativos procedentes de dos cuestionarios de escala Likert, procesados con SPSS, sin que ello alterara el carácter interpretativo del análisis (McMillan y Schumacher, 2005; Cook y Reichardt, 1986). El trabajo de campo se organizó en tres etapas: preparación, análisis y ejecución.
3.2. Contexto y participantes
La población de partida fueron los 37 docentes que dictaron cátedra en las tres carreras agropecuarias durante el semestre A de 2013 y los                266 estudiantes matriculados en el semestre B del mismo año lectivo. La muestra docente se estableció en el 100 % del claustro que impartió clases en el semestre A de 2014, es decir, los 37 profesores. La muestra estudiantil se fijó en el 60 % de los matriculados en el semestre B de 2014, lo que dio 170 alumnos.
El muestreo combinó dos criterios descritos por Olabuénaga (2012): teórico, para seleccionar y codificar la documentación institucional analizada, e intencional-opinático, para los grupos de discusión, los cuestionarios y las entrevistas.
3.3. Técnicas e instrumentos
Se emplearon seis técnicas. El análisis documental cubrió la normativa del sistema de educación superior ecuatoriano y los documentos de planificación de la unidad académica. Los grupos de discusión con profesores y autoridades sirvieron para delimitar el campo antes de redactar los cuestionarios. El Cuestionario para la valoración de las prácticas docentes recogió la autovaloración del profesorado sobre 60 elementos. El Cuestionario de percepción estudiantil sobre la formación recibida abarcó 192 elementos. Por último, dos guiones de entrevista semiestructurada, armonizados entre sí pregunta por pregunta, se aplicaron a graduados de Ingeniería Agropecuaria y a empleadores de profesionales agropecuarios formados en la UCSG.
Los dos talleres de expertos se celebraron antes de redactar ningún ítem, con agroproductores, agroinversionistas, agroempresarios, agroinvestigadores, agroextensionistas y autoridades académicas de otras instituciones de educación superior. De ahí salió la agenda agroalimentaria de referencia contra la cual se definirían después las competencias del profesorado. Sobre esa base se diseñó el prototipo del cuestionario docente con escala Likert, tomando como armazón la guía de competencias transversales de la Universidad de Almería. El prototipo pasó por calificación de jueces expertos y por un ensayo con un grupo focal equivalente al 10 % del claustro. El cuestionario estudiantil se pilotó con 66 alumnos, el 25 % de los 266 matriculados. Los borradores iniciales tenían 85 preguntas para docentes y 60 para estudiantes, y se reformularon tras esa validación.
3.4. Fiabilidad de los cuestionarios
Ambos cuestionarios se sometieron al cálculo del alfa de Cronbach (1951). El instrumento docente, con 60 elementos, alcanzó un alfa de 0,930, que sube a 0,941 sobre los elementos tipificados. El instrumento estudiantil, con 192 elementos, obtuvo 0,978 y 0,980 respectivamente. Los dos superan con holgura el umbral de 0,80 que suele exigirse para dar por fiable una escala, aunque conviene recordar que en instrumentos tan extensos el coeficiente crece por efecto del número de ítems y no solo por la coherencia interna del constructo.
3.5. De la triangulación al instrumento
La información de las cinco fuentes se cruzó en matrices de triangulación organizadas en cuatro categorías: docencia, investigación, vinculación con la comunidad y gestión académica. De ese cruce salieron dos listados de competencias del profesorado, uno genérico y otro específico por carrera. El paso siguiente, que es el que produce el instrumento, consistió en reescribir cada competencia como función, descomponer cada función en criterios de actuación redactados con verbo observable y asignar a cada criterio una escala de cuatro niveles. Los subtotales por función alimentan después el baremo.
4. Resultados
4.1. Las ocho funciones evaluables
El instrumento organiza el desempeño en ocho funciones, cada una vinculada a un tipo de saber. La función A orienta al estudiantado en la pertinencia y el objeto de estudio de la profesión (saber hacer). La B valora de forma integral los resultados de aprendizaje de las materias encomendadas, en función de las unidades curriculares de organización del plan de estudios (saber conocer). La C atiende la motivación permanente del alumnado (ser). La D promueve el pensamiento crítico sobre la praxis profesional y sobre el desempeño ético del propio estudiante y de sus colegas (saber). La E traslada al aula las orientaciones de la práctica del sector: biotecnología, control sanitario, saberes ancestrales, producciones alternativas e investigación aplicada (saber hacer). La F fortalece el trabajo colaborativo e investigativo autónomo y grupal (saber emprendizajes). La G exige una práctica docente con bioética profesional, reflexividad e inclusión de la diversidad (saber convivir). La H gestiona la docencia desde la innovación educativa, las metodologías activas y las herramientas informáticas, en correspondencia con los criterios de acreditación (saber para quién se es, se sabe y se hace).
Las cuatro primeras funciones se redactaron por separado para cada carrera, porque dependen del objeto de estudio de la profesión, como lo señala Tobón, 2008. Las cuatro últimas son idénticas en las tres versiones del instrumento, lo que produce un tronco común de 40 criterios.
La redacción de los criterios es lo que distingue a este instrumento de una escala de opinión. Un criterio de la función A pide determinar con los estudiantes las alternativas de buenas prácticas agrícolas y pecuarias más adecuadas a cada sistema de producción. Uno de la función B pide compartir con los pares académicos los criterios, sistemas de tareas y modelos de reactivos que se emplearán en la evaluación de la materia. Uno de la función C pide establecer un canal de comunicación con la consejería estudiantil y el apoyo pedagógico para los casos que requieran intervención oportuna. Todos empiezan por un verbo de acción y describen algo que ocurrió o no ocurrió durante el ciclo, con un rastro documental asociado: un syllabus, un acta de reunión de área, una derivación registrada.
4.2. Extensión del instrumento
TABLA 1. Distribución de criterios de valoración por función y por carrera
	Función
	Agropecuaria
	Agroindustrial
	Med. Vet. y Zootecnia

	A. Pertinencia y objeto de estudio
	10
	8
	8

	B. Valoración de aprendizajes
	10
	8
	8

	C. Motivación del alumnado
	9
	8
	8

	D. Pensamiento crítico
	7
	6
	6

	E. Orientaciones de la praxis
	13
	13
	13

	F. Trabajo colaborativo e investigativo
	9
	9
	9

	G. Bioética y reflexividad
	8
	8
	8

	H. Innovación y gestión docente
	10
	10
	10

	Total de criterios
	76
	70
	70

	Puntuación bruta máxima
	228
	210
	210


Fuente: elaboración propia a partir de Franco Rodríguez (2016)
La versión de Ingeniería Agropecuaria contiene 76 criterios; las de Ingeniería Agroindustrial y Medicina Veterinaria y Zootecnia, 70 cada una. La diferencia se concentra en las funciones A, B, C y D, que son las específicas de cada profesión.
4.3. Escala de valoración
Cada criterio se califica con una escala literal de cuatro niveles con equivalencia numérica directa, sin decimales ni categoría intermedia.
TABLA 2. Escala de valoración de los criterios
	Nivel
	Descriptor
	Valoración

	A
	Cumple
	3

	B
	Progresa significativamente
	2

	C
	Debe mejorar
	1

	D
	No cumple
	0


Fuente: elaboración propia a partir de Franco Rodríguez (2016)
La ausencia de un punto medio es deliberada: obliga al evaluador a pronunciarse hacia el cumplimiento o hacia la carencia y evita la concentración de respuestas en el centro de la escala, que es el sesgo habitual de los formatos impares. El formulario cierra cada función con un subtotal en puntos y reserva una columna de observaciones donde se registra la evidencia que sostiene la calificación.
4.4. El baremo de decisión
Los subtotales de las ocho funciones se suman y la suma se contrasta con cuatro tramos de decisión.
TABLA 3. Baremo de decisión para valorar el desempeño del profesorado
	Decisión
	Puntos
	Equivalencia

	Cumple
	100 a 95
	≥ 95 %

	Progresa significativamente
	94 a 90
	90 % a 94 %

	Debe mejorar (monitoreo de observación)
	89 a 85
	85 % a 89 %

	No cumple
	84 a 0
	< 85 %


Fuente: elaboración propia a partir de Franco Rodríguez (2016)
El tramo «debe mejorar» activa un monitoreo de observación, esto es, la programación de visitas de aula y la incorporación del profesor a las líneas de formación identificadas en el plan. Los tramos superiores alimentan la carpeta de evidencias de la autoevaluación institucional. La retroalimentación se devuelve al docente con el formulario a la vista, criterio por criterio, y no como una calificación global.
4.5. Registro y trazabilidad
El encabezado del formulario identifica carrera, malla, nivel curricular, ciclo, materia y docente, además de un campo de codificación que lo integra al sistema documental de la facultad. Ese encabezado es lo que permite agregar resultados por materia, por unidad de organización curricular o por período, y comparar la evolución de un mismo profesor entre semestres. Sin él, la aplicación produce calificaciones individuales que no se pueden acumular ni auditar.
4.6. Articulación con el plan de formación del profesorado
El baremo no termina en la calificación. Cada tramo remite al plan de formación que la investigación diseñó para el período 2016-2019, organizado en cinco grupos según la categoría del profesor en el escalafón docente, con un fondo total de 2000 horas.
TABLA 4. Fondo de horas del plan de formación por categoría docente
	Grupo
	Categoría
	Horas

	A
	Docentes de reciente contratación (nóveles)
	300

	B
	Docentes no titulares de tiempo completo
	350

	C
	Docentes titulares auxiliares
	400

	D
	Docentes titulares agregados
	450

	E
	Docentes titulares principales
	500

	Total
	
	2000


Fuente: elaboración propia a partir de Franco Rodríguez (2016)
Esas 2 000 horas se reparten en cinco ejes formativos. Convivencia universitaria y gestión educativa concentra 610 horas, el 30,5 % del fondo; educación continua y posgrado, 430 horas (21,5 %); lengua extranjera, 360 (18,0 %); pedagogía y didáctica, 310 (15,5 %), e investigación y producción científica, 290 (14,5 %). El reparto por función universitaria asigna 1120 horas a docencia, 380 a investigación, 350 a gestión académica y 150 a vinculación con la comunidad.
La propuesta original no tabula qué eje formativo corresponde a cada función evaluada. Establecer esa correspondencia es lo que convierte al baremo en un dispositivo de mejora y no solo en un juicio: un profesor con subtotal bajo en la función H tendría que entrar al eje de pedagogía y didáctica, y uno con subtotal bajo en la función E, al de educación continua y posgrado en su especialidad. Mientras la tabla de derivación no exista, el resultado de la evaluación y la oferta de formación funcionan como dos sistemas paralelos.
5. Discusión
5.1. Qué cambia respecto de la evaluación por percepción
El desplazamiento principal es el objeto de la observación, como o señala Álvarez y Díaz, 2004. Un ítem del cuestionario estudiantil pregunta si el docente motiva; un criterio de la función C pregunta si el docente estableció un canal de comunicación con las instancias de consejería y apoyo pedagógico para los estudiantes que lo requerían, como lo establece Tobón, 2008. La segunda formulación es verificable con un registro, la primera no. Esa es la aportación operativa del instrumento y también su principal exigencia, porque obliga a la dirección de carrera a sostener 76 juicios documentados por profesor y por período, conforme lo establece Ruíz Bueno et al, 2008.
El diseño también resuelve un problema de comparabilidad entre carreras. Al mantener idénticas las funciones E a H, el instrumento permite contrastar en las tres ofertas académicas el mismo bloque de 40 criterios referidos a la práctica profesional, el trabajo colaborativo, la bioética y la innovación docente, y reserva la diferencia para lo que efectivamente distingue a un ingeniero agropecuario de un médico veterinario en el aula, en congruencia con lo indicado por González y Ambriz, 2013.
La triangulación había producido antes dos listas de necesidades formativas, y el contraste con el instrumento deja ver dos huecos. En la dimensión genérica aparecieron liderazgo comunitario, comunicación eficiente, relación con el entorno, trabajo en equipo, planificación del curso, evaluación de procesos, orientación a la calidad y aprendizaje a lo largo de la vida, consistentemente como lo señala Franco, 2016. En la específica, uso de tecnologías en la docencia, estrategias de mejora continua, evaluación de los aprendizajes, motivación, orientación académica y personal, y acción educativa coordinada. Varias de ellas tienen traducción directa: la evaluación de los aprendizajes es la función B, la motivación es la C, el uso de tecnologías y la mejora continua se reparten en la H. Otras quedan diluidas. El aprendizaje a lo largo de la vida, que la investigación identificó como necesidad del profesorado, solo aparece en el instrumento como algo que el docente debe fomentar en sus estudiantes, no como algo que se le exija practicar. Ninguno de los 76 criterios pregunta por la actualización disciplinar del propio profesor, que es precisamente lo que el plan de formación asociado pretende financiar.
5.2. La normalización pendiente
El baremo se expresa sobre una base de 100 puntos, pero la suma de los criterios no llega a esa base ni por defecto ni por exceso: con 76 criterios valorados de 0 a 3, la puntuación bruta máxima es 228 en Ingeniería Agropecuaria y 210 en las otras dos carreras. Aplicar los tramos directamente sobre el puntaje bruto haría que cualquier profesor con más de 100 puntos brutos —esto es, con menos de la mitad de los criterios cumplidos— apareciera como «cumple». La formulación original no explicita este paso, y sin él el instrumento no es aplicable.
La solución es convertir la suma en un índice de 0 a 100 dividiendo la puntuación obtenida entre la máxima posible de cada versión. Leídos así, los tramos equivalen a los porcentajes de la tercera columna de la Tabla 3. En Ingeniería Agropecuaria, «cumple» exige 217 puntos brutos de 228; «progresa significativamente» empieza en 206, y por debajo de 194 el desempeño se declara insuficiente. Son umbrales altos: un profesor que obtuviera la calificación B —progresa significativamente— en todos y cada uno de los 76 criterios sumaría 152 puntos, equivalentes al 66,7 %, y quedaría clasificado como «no cumple». La conversión, además, es lo que hace comparables las versiones de 76 y de 70 criterios, que de otro modo producirían escalas distintas para el mismo baremo.

5.3. La ponderación implícita
Una suma sin pesos no es una suma neutra. La función E aporta 39 puntos de los 228 posibles en Ingeniería Agropecuaria, mientras que la función D aporta 21. El instrumento está afirmando, sin decirlo, que la vinculación del docente con la praxis del sector pesa casi el doble que su capacidad de promover pensamiento crítico. Puede ser una decisión defendible en una facultad técnica, pero conviene que sea explícita y que se someta al colectivo académico, porque de ella depende qué perfil de profesor termina siendo premiado por el sistema. La alternativa es asignar a cada función un peso declarado y calcular el índice como promedio ponderado de los subtotales normalizados.
5.4. Limitaciones
El instrumento se validó por juicio de expertos y por triangulación de fuentes, no por análisis psicométrico como escala de puntuación. No se ha estudiado la concordancia entre evaluadores, que es la amenaza más seria en listas de comprobación aplicadas por directores de carrera distintos, ni se han fijado los puntos de corte contra una distribución empírica de puntuaciones: los tramos proceden de criterio experto. El trabajo se realizó en una sola institución, con 37 docentes, de modo que la estructura de funciones se traslada mejor que los umbrales.
Hay además una obsolescencia previsible. Los criterios de las funciones B y H remiten a la versión de la norma de calidad y al modelo de acreditación vigentes cuando se redactó el instrumento, y el horizonte de planificación al que respondía la investigación era el año 2020. La estructura por funciones y la lógica del baremo se mantienen; la redacción de los criterios que citan normativa requiere revisión antes de una nueva aplicación.
6. Conclusiones
El estudio produjo un instrumento aplicable: ocho funciones docentes derivadas del objeto de estudio de cada carrera, 76 criterios observables para Ingeniería Agropecuaria y 70 para Ingeniería Agroindustrial y Medicina Veterinaria y Zootecnia, una escala literal de cuatro niveles con equivalencia numérica y un baremo de cuatro tramos que traduce la puntuación en una decisión académica.
Su aplicación exige dos precisiones que este capítulo incorpora. La primera es aritmética: la puntuación bruta debe normalizarse a base 100 antes de contrastarla con el baremo, porque el máximo alcanzable es 228 o 210 según la carrera. La segunda es política: la suma simple de los criterios asigna a cada función un peso proporcional a su número de ítems, y esa ponderación debe declararse y discutirse en lugar de heredarse del proceso de redacción.
Quedan dos tareas antes de convertir el instrumento en práctica regular. Una es un ensayo de concordancia entre evaluadores sobre un mismo conjunto de docentes, que permita estimar cuánta variación introduce el observador. La otra es la revisión de los umbrales contra la distribución real de puntuaciones de la primera aplicación completa, porque unos puntos de corte que dejan fuera de «cumple» a casi todo el claustro no orientan la mejora: la desactivan. Con esas dos condiciones resueltas, la lista de comprobación puede sostener la evidencia interna que reclama la fase de autoevaluación del modelo de acreditación adoptado por la institución y, sobre todo, señalar al profesor qué debe hacer distinto el semestre siguiente.
7. Referencias
Álvarez, R. A. y Díaz, M. J. F. (2004). La percepción de los estudiantes universitarios en la medida de la competencia docente: validación de una escala. Revista Educación, 28(2), 145-166.
Cook, T. D. y Reichardt, C. S. (1986). Métodos cualitativos y cuantitativos en investigación evaluativa. Morata.
Cronbach, L. J. (1951). Coefficient alpha and the internal structure of tests. Psychometrika, 16(3), 297-334.
Flick, U. (2007). Introducción a la investigación cualitativa (2.ª ed.). Morata.
Franco Rodríguez, J. E. (2016). Necesidades de formación de un profesorado en las carreras agropecuarias de la Universidad Católica de Santiago de Guayaquil-Ecuador, con proyección al horizonte 2020 [Tesis doctoral, Universidad de Almería].
González, J. G. (2010). La Red Internacional de Evaluadores: impacto y trascendencia en el mejoramiento permanente de la educación superior de América Latina y el Caribe. Universidades, 60(47), 20-30.
González, J. G. y Ambriz, R. S. (2013). Calidad y acreditación en la educación superior: integración e internacionalización de América Latina y el Caribe. Educación, 22(43), 131-147.
Gurdián-Fernández, A. (2007). El paradigma cualitativo en la investigación socio-educativa. PrintCenter.
McMillan, J. H. y Schumacher, S. (2005). Investigación educativa (5.ª ed.). Pearson Educación.
Moreno-Murcia, J. A., Torregrosa, Y. S. y Pedreño, N. B. (2015). Cuestionario de evaluación de las competencias docentes en el ámbito universitario. Journal of New Approaches in Educational Research, 4(1), 54-61.
Olabuénaga, J. I. R. (2012). Metodología de la investigación cualitativa (Vol. 15). Universidad de Deusto.
Ruiz Bueno, C., Mas Torelló, O., Tejada Fernández, J. y Navío Gámez, A. (2008). Funciones y escenarios de actuación del profesor universitario. Apuntes para la definición del perfil basado en competencias. Revista de la Educación Superior, 37(146), 115-132.
Tobón, S. (2008). La formación basada en competencias en la educación superior: el enfoque complejo. Universidad Autónoma de Guadalajara.
Zabalza, M. Á. (2014). El trabajo por competencias y los equipos docentes. Cuaderno de Pedagogía Universitaria, 7(13), 5-13.
